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Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante
Artículos Bases Técnico Dominio Público contrato relevo

TÍTULO I. ORGANIZACIÓN Y GESTIÓN

CAPÍTULO II. ADMINISTRACIÓN PORTUARIA ESTATAL

SECCIÓN SEGUNDA. Autoridades Portuarias

ARTÍCULO 24. DENOMINACIÓN Y NATURALEZA

1. Las Autoridades Portuarias son organismos públicos de los previstos en la letra g) del
apartado 1 del art. 2 de la Ley General Presupuestaria, con personalidad jurídica y patrimonio
propios, así como plena capacidad de obrar; dependen del Ministerio de Fomento, a través de
Puertos del Estado; y se rigen por su legislación específica, por las disposiciones de la Ley
General Presupuestaria que les sean de aplicación y, supletoriamente, por la Ley 6/1997, de 14
de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

2. Las Autoridades Portuarias ajustarán sus actividades al ordenamiento jurídico privado,
incluso en las adquisiciones patrimoniales y contratación, salvo en el ejercicio de las funciones
de poder público que el ordenamiento. les atribuya

En la contratación, las Autoridades Portuarias habrán de someterse, en todo caso, a los
principios de publicidad, concurrencia, salvaguarda del interés del organismo y
homogeneización del sistema de contratación en el sector público, así como, conservando su
plena autonomía de gestión, a lo establecido en la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de contratos
del sector público, y la Ley 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos de contratación
en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales, cuando celebren
contratos comprendidos en sus respectivos ámbitos. Las Instrucciones reguladoras de los
procedimientos de contratación, elaboradas al amparo de lo dispuesto en la disposición
adicional vigésima quinta de la citada Ley 30/2007, de 30 de octubre, serán aprobadas por el
Ministro de Fomento, previo informe de la Abogacía del Estado, y deberán ser publicadas en el
Boletín Oficial del Estado.

En cuanto al régimen patrimonial, se regirá por su legislación específica y, en lo no previsto en
ella, por la legislación de patrimonio de las Administraciones públicas.

3. Las Autoridades Portuarias desarrollarán las funciones que se les asigna en esta Ley bajo el
principio general de autonomía funcional y de gestión, sin perjuicio de las facultades atribuidas
al Ministerio de Fomento, a través de Puertos del Estado, y de las que correspondan a las
Comunidades Autónomas.

4. El Gobierno, mediante Real Decreto, a propuesta del Ministro de Fomento y previo informe
de la Comunidad Autónoma, podrá agrupar en una misma Autoridad Portuaria la
administración, gestión y explotación de varios puertos de competencia de la Administración
General del Estado ubicados en el territorio de una misma Comunidad Autónoma para
conseguir una gestión más eficiente y un mayor rendimiento del conjunto de medios
utilizados. En este caso, el nombre del puerto podrá ser sustituido por una referencia que
caracterice al conjunto de puertos gestionados.

5. Los puertos de nueva construcción serán incluidos, por orden del Ministerio de Fomento, y
previo informe de la Comunidad Autónoma, en el ámbito competencial de una Autoridad
Portuaria ya existente, o serán gestionados por una Autoridad Portuaria creada al efecto.

6. La creación de una Autoridad Portuaria como consecuencia de la construcción de un nuevo
puerto de titularidad estatal se realizará mediante Real Decreto aprobado en Consejo de
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Ministros a propuesta del Ministro de Fomento, oído el Ministerio de Política Territorial y
Administración Pública y previo informe de la Comunidad Autónoma.

7. Será de aplicación a las Autoridades Portuarias lo previsto en el art. 16.4.

8. Los actos dictados por las Autoridades Portuarias en el ejercicio de sus funciones públicas y,
en concreto, en relación con la gestión y utilización del dominio público, la exacción y
recaudación de tasas y la imposición de sanciones, agotarán la vía administrativa, excepto en
materia tributaria, donde serán recurribles en vía económico-administrativa.

ARTÍCULO 25. COMPETENCIAS

Corresponden a las Autoridades Portuarias las siguientes competencias:

a) La prestación de los servicios generales, así como la gestión y control de los servicios
portuarios para lograr que se desarrollen en condiciones óptimas de eficacia, economía,
productividad y seguridad, sin perjuicio de la competencia de otros organismos.

b) La ordenación de la zona de servicio del puerto y de los usos portuarios, en coordinación
con las Administraciones competentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo.

c) La planificación, proyecto, construcción, conservación y explotación de las obras y servicios
del puerto, y el de las señales marítimas que tengan encomendadas, con sujeción a lo
establecido en esta ley.

d) La gestión del dominio público portuario y de señales marítimas que les sea adscrito.

e) La optimización de la gestión económica y la rentabilización del patrimonio y de los recursos
que tengan asignados.

f) El fomento de las actividades industriales y comerciales relacionadas con el tráfico marítimo
o portuario.

g) La coordinación de las operaciones de los distintos modos de transporte en el espacio
portuario.

h) La ordenación y coordinación del tráfico portuario, tanto marítimo como terrestre.

ARTÍCULO 26. FUNCIONES

1. Para el ejercicio de las competencias de gestión atribuidas por el artículo anterior, las
Autoridades Portuarias tendrán las siguientes funciones:

a) Aprobar los proyectos de presupuestos de explotación y capital de la Autoridad Portuaria y
su programa de actuación plurianual.

b) Gestionar los servicios generales y los de señalización marítima, autorizar y controlar los
servicios portuarios y las operaciones y actividades que requieran su autorización o concesión.
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c) Coordinar la actuación de los diferentes órganos de la Administración y entidades por ella
participadas, que ejercen sus actividades en el ámbito del puerto, salvo cuando esta función
esté atribuida expresamente a otras Autoridades.

d) Ordenar los usos de la zona de servicio del puerto, y planificar y programar su desarrollo, de
acuerdo con los instrumentos de ordenación del territorio y de planificación urbanística
aprobados.

e) Redactar y formular los planes especiales de ordenación de la zona de servicio del puerto,
en desarrollo del planeamiento general urbanístico.

f) Proyectar y construir las obras necesarias en el marco de los planes y programas aprobados.

g) Elaborar, en su caso, los planes de objetivos de horizonte temporal superior a cuatro años,
de acuerdo con lo establecido en el art. 18.1.a).

h) Aprobar los proyectos de inversión que estén incluidos en la programación aprobada, así
como el gasto correspondiente a dichas inversiones, y contratar su ejecución.

i) Informar el proyecto de Reglamento de Explotación y Policía de los puertos, y elaborar y
aprobar las correspondientes Ordenanzas Portuarias con los trámites y requisitos establecidos
en el art. 295, así como velar por su cumplimiento.

j) Controlar en el ámbito portuario, el cumplimiento de la normativa que afecte a la admisión,
manipulación y almacenamiento de mercancías peligrosas, al igual que los sistemas de
seguridad y de protección ante acciones terroristas y antisociales, contra incendios y de
prevención y control de emergencias en los términos establecidos por la normativa sobre
protección civil, y lucha contra la contaminación marina, sin perjuicio de las competencias que
correspondan a otros órganos de las Administraciones públicas, así como colaborar con las
Administraciones competentes sobre protección civil, prevención y extinción de incendios y
salvamento.

k) Aprobar libremente las tarifas por los servicios comerciales que presten, así como proceder
a su aplicación y recaudación.

l) Otorgar las concesiones y autorizaciones y elaborar y mantener actualizados los censos y
registros de usos del dominio público portuario. Así como otorgar las licencias de prestación de
servicios portuarios en la zona de servicio del puerto.

m) Recaudar las tasas por las concesiones y autorizaciones otorgadas, vigilar el cumplimiento
de las cláusulas y condiciones impuestas en el acto de otorgamiento, aplicar el régimen
sancionador y adoptar cuantas medidas sean necesarias para la protección y adecuada gestión
del dominio público portuario.

n) Impulsar la formación de su personal y desarrollar estudios e investigaciones en materias
relacionadas con la actividad portuaria y la protección del medio ambiente, así como colaborar
en ello con otros puertos, organizaciones o empresas, ya sean nacionales o extranjeras.

ñ) Inspeccionar el funcionamiento de las señales marítimas, cuyo control se le asigne, en los
puertos de competencia de las Comunidades Autónomas, denunciando a éstas, como
responsables de su funcionamiento y mantenimiento, los problemas detectados para su
corrección.
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o) Gestionar su política comercial internacional, sin perjuicio de las competencias propias de
los Ministerios de Economía y Hacienda y de Asuntos Exteriores y de Cooperación.

p) Autorizar la participación de la Autoridad Portuaria en sociedades, y la adquisición y
enajenación de sus acciones, cuando el conjunto de compromisos contraídos no supere el 1
por ciento del activo no corriente neto de la Autoridad Portuaria y siempre que estas
operaciones no impliquen la adquisición o pérdida de la posición mayoritaria.

El acuerdo del Consejo de Administración deberá contar con los votos favorables de la mayoría
de los representantes de la Administración General del Estado presentes o representados
siendo, en todo caso, necesario el voto favorable del representante de Puertos del Estado.

q) La instalación y el mantenimiento de la señalización, balizamiento y otras ayudas a la
navegación que sirvan de aproximación y acceso del buque al puerto o puertos que gestionen,
así como el balizamiento interior de las zonas comunes. Se excluye de este servicio la
instalación y el mantenimiento de la señalización, balizamiento y otras ayudas a la navegación
de las instalaciones otorgadas en concesión o autorización, incluidas las destinadas a cultivos
marinos y emisarios submarinos, o de otras instalaciones ubicadas en el medio marino
susceptibles de poder representar un obstáculo a la navegación, que serán realizados por el
titular o responsable de las mismas.

r) Promover que las infraestructuras y servicios portuarios respondan a una adecuada
intermodalidad marítimo-terrestre, por medio de una red viaria y ferroviaria eficiente y segura,
conectada adecuadamente con el resto del sistema de transporte y con los nodos logísticos
que puedan ser considerados de interés general.

s) Administrar las infraestructuras ferroviarias de su titularidad, favoreciendo una adecuada
intermodalidad marítimo-ferroviaria.

t) Recabar la información relativa a los servicios que se presten y a las actividades que se
desarrollen en la zona de servicio de los puertos que gestionen.

2. Del ejercicio de las funciones en materia de planificación, proyecto y construcción de obras,
gestión del dominio público mediante el otorgamiento de concesiones y autorizaciones y la
regulación y control del tráfico portuario, el fomento de las actividades industriales y
comerciales relacionadas con aquél, las tarifas y su aplicación y la coordinación de las
operaciones de los distintos modos de transporte en el espacio portuario, las Autoridades
Portuarias deberán suministrar a Puertos del Estado la información que les solicite.

ARTÍCULO 27. RECURSOS ECONÓMICOS DE LAS AUTORIDADES PORTUARIAS

1. Los recursos económicos de las Autoridades Portuarias estarán integrados por:

a) Los productos y rentas de su patrimonio, así como los ingresos procedentes de la
enajenación de sus activos.

b) Las tasas portuarias, sin perjuicio de lo establecido en los arts. 19.1.b) y 241 bis de esta ley.

c) Los ingresos que tengan el carácter de recursos de derecho privado obtenidos en el ejercicio
de sus funciones.

d) Las aportaciones recibidas del Fondo de Compensación Interportuario.



5
Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante
Artículos Bases Técnico Dominio Público contrato relevo

e) Los que pudieran asignarse en los Presupuestos Generales del Estado o en los de otras
Administraciones públicas.

f) Las ayudas y subvenciones, cualquiera que sea su procedencia.

g) Los procedentes de los créditos, préstamos y demás operaciones financieras que puedan
concertar.

h) El producto de la aplicación del régimen sancionador.

i) Las donaciones, legados y otras aportaciones de particulares y entidades privadas.

j) Cualquier otro que les sea atribuido por el ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a las Autoridades Portuarias la gestión y administración de los recursos que se
relacionan en el apartado anterior, en un marco de autonomía de gestión, con criterios de
eficacia, eficiencia y sostenibilidad ambiental, debiendo ajustarse a los principios establecidos
en esta ley.

ARTÍCULO 28. ÁMBITO TERRITORIAL

El ámbito territorial de competencia de las Autoridades Portuarias es el comprendido dentro
de los límites de la zona de servicio del puerto y los espacios afectados al servicio de
señalización marítima cuya gestión se les asigne.

Si una Autoridad Portuaria gestionara varios puertos de competencia de la Administración
General del Estado, su ámbito territorial se extenderá a las zonas de servicio de dichos puertos
y los espacios afectados al servicio de señalización marítima cuya gestión se le asigne.

ARTÍCULO 29. ÓRGANOS

Los órganos de las Autoridades Portuarias son los siguientes:

a) De gobierno: Consejo de Administración y Presidente.

b) De gestión: Director.

c) De asistencia: Consejo de Navegación y Puerto.

ARTÍCULO 30. CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN: COMPOSICIÓN, FUNCIONES E
INCOMPATIBILIDADES

1. El Consejo de Administración está integrado por los siguientes miembros:

a) El Presidente de la entidad, que lo será del Consejo.

b) Un miembro nato, que será el Capitán Marítimo.

c) Un número de vocales comprendido entre 10 y 13, excepto para las Islas Canarias y las
Baleares, en cuyo caso podrá llegar a 16 vocales, a establecer por las Comunidades Autónomas
o por las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, y designados por las mismas.
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2. La designación por las Comunidades Autónomas o las Ciudades Autónomas de Ceuta y
Melilla de los vocales referidos en la letra c) del apartado anterior respetará los siguientes
criterios:

a) La Administración General del Estado estará representada, además de por el Capitán
Marítimo, por tres de estos Vocales, de los cuales uno será un Abogado del Estado y otro del
Organismo Público Puertos del Estado.

b) La Comunidad Autónoma estará representada, además de por el Presidente, por cuatro
vocales.

c) En el caso de las Islas Canarias cada Cabildo tendrá un representante y en el de las Islas
Baleares cada Consell tendrá un representante.

d) Los municipios en cuyo término está localizada la zona de servicio del puerto tendrán una
representación del 33 por ciento del resto de los miembros del Consejo. Cuando sean varios
los municipios afectados, la representación corresponderá en primer lugar a aquél o aquellos
que den nombre al puerto o a los puertos administrados por la Autoridad Portuaria, y
posteriormente a los demás en proporción a la superficie del término municipal afectada por
la zona de servicio.

e) El 66 por ciento del resto de los miembros del Consejo serán designados en representación
de las Cámaras de Comercio, Industria y Navegación, organizaciones empresariales y sindicales
y sectores económicos relevantes en el ámbito portuario.

La designación de los Vocales deberá hacerse necesariamente a propuesta de las
Administraciones Públicas y Entidades y Organismos representados en el Consejo de
Administración. En el caso de la Administración General del Estado, dicha propuesta será
realizada por el Presidente del Organismo Público Puertos del Estado.

Los nombramientos de los Vocales del Consejo de Administración a que se refiere la letra c) del
apartado primero, tendrán una duración de cuatro años, siendo renovable, sin perjuicio de lo
establecido en el apartado siguiente.

La separación de los Vocales del Consejo será acordada por el órgano competente de la
Comunidad Autónoma, a propuesta de las organizaciones, organismos y entidades a que
aquellos representen.

3. El Consejo designará a propuesta del Presidente, un Secretario, que si no fuera miembro de
aquél, asistirá a sus reuniones con voz pero sin voto. También formará parte del Consejo, con
voz pero sin voto, el Director.

4. No podrán formar parte del Consejo de Administración de las Autoridades Portuarias:

a) Los propietarios, socios, consejeros, directores, gerentes, cargos de confianza, o directivos
en general de sociedades o empresas que presten servicios o desarrollen actividades en el
puerto, cuya concesión, autorización o contratación sea competencia o corresponda suscribir a
la Autoridad Portuaria, salvo que ostenten un cargo de representación empresarial electivo de
ámbito estatal, autonómico o local.

b) Todos aquellos que tengan participación o interés directo en empresas o entidades que
realicen o tengan presentadas ofertas para la realización en el puerto de obras y suministros o
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de cualquier actividad que genere a la Autoridad Portuaria gastos relevantes, salvo que se
trate de Entidades o Corporaciones de Derecho Público o que ostenten un cargo de
representación empresarial electivo de ámbito estatal, autonómico o local.

c) El personal laboral de la Autoridad Portuaria o de empresas, entidades o corporaciones que
presten sus servicios en el puerto, en lo que se refiere a los puestos de representación sindical,
salvo que ostenten un cargo sindical electivo de ámbito estatal, autonómico o local.

d) Los que se hallen incursos en incompatibilidad, con arreglo a la legislación aplicable.

e) Las personas que no ostenten la condición de ciudadano de la Unión Europea.

5. Corresponden al Consejo de Administración las siguientes funciones:

a) Regir y administrar el puerto, sin perjuicio de las facultades que le correspondan al
Presidente.

b) Delimitar las funciones y responsabilidades de sus órganos y conferir y revocar poderes
generales o especiales a personas determinadas, tanto físicas como jurídicas para los asuntos
en que fuera necesario tal otorgamiento.

c) Aprobar, a iniciativa del Presidente, la organización de la entidad y sus modificaciones.

d) Establecer sus normas de gestión y sus reglas de funcionamiento interno, su régimen
económico y funciones del Secretario.

e) Aprobar los proyectos de presupuestos de explotación y capital de la Autoridad Portuaria y
su programa de actuación plurianual, así como su remisión a Puertos del Estado para su
tramitación.

f) Aprobar las cuentas anuales, que incluirán el balance, la cuenta de pérdidas y ganancias, el
estado de cambios en el patrimonio neto, el estado de flujos de efectivo, la memoria y la
propuesta, en su caso, de la aplicación de resultados, acordando el porcentaje de los mismos
que se destine a la constitución de reservas, en la cantidad que resulte precisa para la
realización de inversiones y para su adecuado funcionamiento.

g) Autorizar las inversiones y operaciones financieras de la entidad, incluidas la constitución y
participación en sociedades mercantiles, previo cumplimiento de los requisitos legales
necesarios.

h) Aprobar los proyectos que supongan la ocupación de bienes y adquisición de derechos a
que se refiere el art. 61 de la presente ley, sin perjuicio de la aprobación técnica de los mismos
por técnico competente.

i) Ejercer las facultades de policía que le atribuye la presente ley, y que sean necesarias para el
cumplimiento de sus fines.

j) Fijar los objetivos de gestión anuales, en el marco de los globales que establezca Puertos del
Estado para el conjunto del sistema.

k) Proponer las operaciones financieras de activo o pasivo cuya aprobación corresponde a
Puertos del Estado, dentro del marco de los planes de inversión, de financiación y de
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endeudamiento que el Gobierno y las Cortes Generales aprueben para este Organismo
Público.

l) Autorizar créditos para financiamiento del circulante.

m) Fijar las tarifas por los servicios comerciales que preste la Autoridad Portuaria.

n) Otorgar las concesiones y autorizaciones, de acuerdo con los criterios y Pliegos de
Condiciones Generales que apruebe el Ministerio de Fomento, recaudar las tasas por
utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público portuario y por la
prestación del servicio de señalización marítima.

ñ) Aprobar aquellos acuerdos, pactos, convenios y contratos que el propio Consejo determine
que han de ser de su competencia, en razón de su importancia o materia.

o) Acordar lo conveniente sobre el ejercicio de las acciones y recursos que correspondan a las
Autoridades Portuarias en defensa de sus intereses ante las Administraciones Públicas y
Tribunales de Justicia de cualquier orden, grado o jurisdicción. En caso de urgencia, esta
facultad podrá ser ejercida por el Presidente, quien dará cuenta inmediata de lo actuado al
Consejo de Administración en su primera reunión.

p) Favorecer la libre competencia y velar para que no se produzcan situaciones de monopolio
en la prestación de los distintos servicios portuarios.

q) Realizar cuantos actos de gestión, disposición y administración de su patrimonio propio se
reputen precisos.

r) Aprobar las Ordenanzas del Puerto, con sujeción a lo previsto en el art. 295 de esta ley.

s) Ejercer las demás funciones de la Autoridad Portuaria establecidas en el art. 26 de esta ley
no atribuidas a otros órganos de gobierno o de gestión y no reseñadas en los apartados
anteriores.

6. Para que el Consejo de Administración pueda constituirse válidamente será necesario que
concurran a sus reuniones la mitad más uno de la totalidad de sus miembros presentes o
representados y, en todo caso, el Presidente o Vicepresidente y el Secretario. La
representación de los Vocales sólo podrá conferirse a otros miembros del Consejo por escrito y
para cada sesión.

Los acuerdos del Consejo de Administración serán adoptados por mayoría de votos de los
miembros presentes o representados. No obstante, para el nombramiento del Director así
como para el ejercicio de las funciones a que se refieren las letras e), f) y g) del apartado 5 de
este artículo, será necesario que los acuerdos se adopten por mayoría absoluta de los
miembros del Consejo de Administración. El Presidente del Consejo dirimirá los empates con
su voto de calidad.

ARTÍCULO 31. PRESIDENTE: NOMBRAMIENTO Y FUNCIONES

1. El Presidente de la Autoridad Portuaria será designado y separado por el órgano
competente de la Comunidad Autónoma o de las Ciudades de Ceuta y Melilla entre personas
de reconocida competencia profesional e idoneidad. La designación o separación, una vez haya
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sido comunicada al Ministro de Fomento será publicada en el correspondiente Diario Oficial y
en el Boletín Oficial del Estado.

El Presidente podrá simultanear su cargo con el de Presidente o vocal del Consejo de
Administración de las sociedades participadas por la Autoridad Portuaria que preside, con los
requisitos y limitaciones retributivas que se derivan de la aplicación de la legislación sobre
incompatibilidades.

2. Corresponden al Presidente las siguientes funciones:

a) Representar de modo permanente a la Autoridad Portuaria y a su Consejo de
Administración en cualesquiera actos y contratos y frente a toda persona física o jurídica, ya
sea pública o privada, en juicio y fuera de él, sin perjuicio de las facultades de apoderamiento
propias del Consejo de Administración.

b) Convocar, fijar el orden del día, presidir y levantar las reuniones del Consejo de
Administración, dirigiendo sus deliberaciones. La convocatoria podrá tener lugar de oficio o a
propuesta de la quinta parte de los miembros del Consejo de Administración.

c) Establecer directrices generales para la gestión de los servicios de la entidad.

d) Velar por el cumplimiento de las normas aplicables a la Autoridad Portuaria y de los
acuerdos adoptados por el Consejo de Administración.

e) Presentar al Consejo de Administración el Plan de Empresa, con los objetivos de gestión y
criterios de actuación de la entidad, así como los proyectos de presupuestos, de programa de
actuación, inversiones y financiación y de cuentas anuales.

f) Disponer los gastos y ordenar, mancomunadamente con el Director los pagos o movimientos
de fondos.

g) Ejercer las facultades especiales que el Consejo de Administración le delegue.

h) Las demás facultades que le atribuye la presente ley.

3. Corresponde al Presidente velar por el cumplimiento de las obligaciones que esta ley
atribuye a las Autoridades Portuarias ante Puertos del Estado, especialmente en relación a las
disposiciones y actos cuya aprobación o informe corresponde a éste, así como la de
suministrar al mismo toda la información de interés para el sistema portuario estatal.

ARTÍCULO 32. VICEPRESIDENTE: DESIGNACIÓN Y FUNCIONES

1. El Consejo de Administración, a propuesta de su Presidente, nombrará, de entre sus
miembros, un Vicepresidente, no pudiendo recaer este cargo ni en el Director ni en el
Secretario.

2. El Vicepresidente sustituye al Presidente en casos de vacante, ausencia o enfermedad,
pudiendo ejercer, asimismo, aquellas funciones que en él delegue el Presidente o el Consejo
de Administración.

ARTÍCULO 33. DIRECTOR
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1. El Director será nombrado y separado por mayoría absoluta del Consejo de Administración,
a propuesta del Presidente, entre personas con titulación superior, reconocido prestigio
profesional y experiencia de, al menos, cinco años en técnicas y gestión portuaria.

2. Corresponden al Director las siguientes funciones:

a) La dirección y gestión ordinaria de la entidad y de sus servicios, con arreglo a las directrices
generales que reciba de los órganos de gobierno de la Autoridad Portuaria, así como la
elevación al Presidente de la propuesta de la estructura orgánica de la entidad.

b) La incoación y tramitación de los expedientes administrativos, cuando no esté atribuido
expresamente a otro órgano, así como la emisión preceptiva de informe acerca de las
autorizaciones y concesiones, elaborando los estudios e informes técnicos sobre los proyectos
y propuestas de actividades que sirvan de base a las mismas.

c) La elaboración y sometimiento al presidente para su consideración y decisión de los
objetivos de gestión y criterios de actuación de la entidad, de los anteproyectos de
presupuestos, programa de actuaciones, inversión, financiación y cuentas anuales, así como de
las necesidades de personal de la entidad.

ARTÍCULO 34. CONSEJO DE NAVEGACIÓN Y PUERTO

1. Como órgano de asistencia e información de la Capitanía Marítima y del Presidente de cada
Autoridad Portuaria, se creará, en cada uno de los puertos de titularidad estatal, un Consejo de
Navegación y Puerto, en el que podrán estar representadas aquellas personas físicas o jurídicas
que lo soliciten en las que, además, se aprecie un interés directo y relevante en el buen
funcionamiento del puerto, del comercio marítimo o que puedan contribuir al mismo de forma
eficaz.

Entre otras podrán estar representadas las siguientes:

a) Las entidades públicas que ejerzan competencias y realicen actividades relacionadas con el
puerto.

b) Las Corporaciones de Derecho Público y entidades u organizaciones privadas cuya actividad
esté relacionada con las actividades portuarias o marítimas.

c) Los Sindicatos más representativos en los sectores marítimo y portuario en el ámbito
territorial de la Autoridad Portuaria.

2. La forma de designación y cese de sus miembros y el régimen de sus sesiones se
determinarán por los Consejos de Administración de las correspondientes Autoridades
Portuarias.

ARTÍCULO 35. IMPUGNACIÓN Y REVISIÓN DE OFICIO DE ACUERDOS DE LOS ÓRGANOS DE
GOBIERNO DE LAS AUTORIDADES PORTUARIAS

1. Los acuerdos que adopten los órganos de gobierno de las Autoridades Portuarias u
omisiones de los mismos que sean contrarios a lo prevenido en el Plan de Empresa, aprobado
con arreglo a lo previsto en el art. 52 o que incurran en cualquier otra infracción de lo previsto
en esta ley, podrán ser recurridos ante el Ministro de Fomento, en el plazo de un mes,
computado desde que se tenga conocimiento de su contenido. Este recurso se regirá por lo



11
Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante
Artículos Bases Técnico Dominio Público contrato relevo

establecido para el recurso de alzada en el capítulo II del título VII de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común. Están legitimados para interponer el citado recurso, la Comunidad
Autónoma en que se ubique la Autoridad Portuaria y Puertos del Estado, oídas, en su caso, las
organizaciones empresariales o sindicales interesadas, que sean relevantes en el ámbito
portuario estatal. En los recursos presentados por Puertos del Estado, será preceptivo el
informe previo de la Comunidad Autónoma en la que se ubique la Autoridad Portuaria.
Asimismo, se recabará informe de Puertos del Estado cuando el recurso sea interpuesto por
una Comunidad Autónoma.

2. El recurso a que se refiere el apartado anterior se entiende sin perjuicio de las facultades de
revisión de oficio reguladas en el capítulo I del título VII de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común y en los arts. 217 y 218 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General
Tributaria, que se ejercerán con arreglo a las siguientes reglas:

a) Con carácter general, los procedimientos podrán iniciarse por acuerdo del órgano que dictó
el acto, de oficio o a instancia de persona interesada, o por orden del Ministro de Fomento, de
oficio o por petición razonada del Consejo Rector de Puertos del Estado, correspondiendo su
tramitación al Ministerio de Fomento o al órgano en el que delegue.

b) En los supuestos de actos dictados en materia tributaria, los procedimientos podrán
iniciarse por acuerdo del órgano que dictó el acto, de oficio o a instancia de persona
interesada, o por orden del Ministro de Fomento, de oficio o por petición razonada del
Consejo Rector de Puertos del Estado, siendo el Ministerio de Fomento el órgano competente
para su tramitación.

c) En los supuestos previstos en las letras a) y b) anteriores, el órgano que dictó el acto objeto
del procedimiento deberá emitir, en el plazo de diez días, una copia cotejada del expediente,
así como un informe de los antecedentes que fuesen relevantes para resolver al órgano
competente para tramitar.

d) En los procedimientos previstos en la letra a) anterior será competente para resolver sobre
la revisión el Ministerio de Fomento u órgano en quien este delegue.

e) La resolución de los procedimientos de revisión previstos en la letra b) anterior
corresponderá al Ministerio de Hacienda o al órgano en quien delegue, según lo dispuesto en
la Ley General Tributaria y disposiciones dictadas en desarrollo y aplicación de la misma.

f) Iniciado cualquier procedimiento de revisión de oficio, Puertos del Estado podrá solicitar
motivadamente al órgano competente para la resolución del procedimiento la suspensión de
la ejecución del acto, cuando esta pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.
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TÍTULO V. DOMINIO PÚBLICO PORTUARIO ESTATAL

CAPÍTULO I. MODELO DE GESTIÓN

ARTÍCULO 66. MODELO DE GESTIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO PORTUARIO

1. La gestión del dominio público portuario estatal estará orientada, garantizando el interés
general, a promover e incrementar la participación de la iniciativa privada en la financiación,
construcción y explotación de las instalaciones portuarias y en la prestación de servicios, a
través del otorgamiento de las correspondientes autorizaciones y concesiones, tanto
demaniales como de obra pública, de acuerdo con lo previsto en esta ley.

2. Corresponde a las Autoridades Portuarias la provisión y gestión de espacios e
infraestructuras portuarias básicas, promoviendo tanto la actividad económica en los puertos
como la prestación de los servicios por parte de la iniciativa privada.

3. La gestión de las infraestructuras y del dominio público portuario se realizará con criterios
de rentabilidad y eficiencia.

CAPÍTULO II. DOMINIO PÚBLICO PORTUARIO

SECCIÓN PRIMERA. Bienes integrantes

ARTÍCULO 67. NATURALEZA Y DETERMINACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO PORTUARIO

1. Los puertos de interés general forman parte del dominio público marítimo-terrestre e
integran el dominio público portuario estatal, el cual se regula por las disposiciones de esta ley
y, supletoriamente, por la legislación de costas.

Pertenecen al dominio público portuario estatal:

a) Los terrenos, obras e instalaciones portuarias fijas de titularidad estatal afectados al servicio
de los puertos.

b) Los terrenos e instalaciones fijas que las Autoridades Portuarias adquieran mediante
expropiación, así como los que adquieran por compraventa o por cualquier otro título cuando
sean debidamente afectados por el Ministro de Fomento.

c) Las obras que el Estado o las Autoridades Portuarias realicen sobre dicho dominio.

d) Las obras construidas por los titulares de una concesión de dominio público portuario,
cuando reviertan a la Autoridad Portuaria.

e) Los terrenos, obras e instalaciones fijas de ayudas a la navegación marítima, que se afecten
a Puertos del Estado y a las Autoridades Portuarias para esta finalidad.

f) Los espacios de agua incluidos en la zona de servicio de los puertos.

2. Se considera dominio público portuario estatal el dominio público marítimo-terrestre afecto
a los puertos e instalaciones portuarias de titularidad estatal.



13
Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante
Artículos Bases Técnico Dominio Público contrato relevo

3. El dominio público marítimo-terrestre ocupado por un puerto de competencia de una
Comunidad Autónoma mantiene su titularidad estatal, si bien tiene la condición de adscrito a
dicha Comunidad.

ARTÍCULO 68. ZONA DE SERVICIO EN PUERTOS GESTIONADOS EN RÉGIMEN CONCESIONAL

La zona de servicio de un puerto otorgado en concesión estará compuesta por el dominio
público cuya ocupación ha sido autorizada y los espacios de titularidad particular que, sin ser
dominio público, se hallen incorporados a dicha zona de servicio en virtud de lo dispuesto en el
título concesional.

SECCIÓN SEGUNDA. Espacios y Usos Portuarios

ARTÍCULO 69. DELIMITACIÓN DE LOS ESPACIOS Y USOS PORTUARIOS

1. El Ministerio de Fomento determinará en los puertos de titularidad estatal una zona de
servicio que incluirá los espacios de tierra y de agua necesarios para el desarrollo de los usos
portuarios a que se refiere el art. 72.1 de esta ley, los espacios de reserva que garanticen la
posibilidad de desarrollo de la actividad portuaria y aquellos que puedan destinarse a usos
vinculados a la interacción puerto-ciudad mencionados en dicho artículo. Esta determinación
se efectuará a través de la Orden Ministerial de Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios.

2. El espacio de agua incluido en la zona de servicio comprenderá las áreas de agua y dársenas
donde se realicen las operaciones portuarias de carga, descarga y trasbordo de mercancías y
pesca, de embarque y desembarque de pasajeros, donde se presten los servicios técnico-
náuticos y donde tenga lugar la construcción, reparación y desguace de buques a flote, así
como las áreas de atraque, reviro y maniobra de los buques y embarcaciones, los canales de
acceso y navegación y las zonas de espera y de fondeo, incluyendo los márgenes necesarios
para la seguridad marítima y para la protección ante acciones terroristas y antisociales.
También comprenderá los espacios de reserva necesarios para la ampliación del puerto. El
espacio de agua se subdividirá en dos zonas:

a) Zona I, o interior de las aguas portuarias, que abarcará los espacios de agua abrigados ya sea
de forma natural o por el efecto de diques de abrigo.

b) Zona II, o exterior de las aguas portuarias, que comprenderá el resto de las aguas.

3. La Autoridad Portuaria elaborará el expediente de propuesta de Delimitación de los Espacios
y Usos Portuarios, que incluirá la definición exterior e interior del dominio público portuario,
los usos previstos para cada una de las diferentes áreas en las que se divida la zona de servicio
del puerto a los que se refiere el art. 72 de esta ley, y la justificación de la necesidad o
conveniencia de tales usos, según criterios transparentes, objetivos, no discriminatorios y de
fomento de la competencia en la prestación de servicios.

Asimismo, se incluirán los espacios necesarios para que los órganos de las Administraciones
públicas puedan ejercer competencias de vigilancia, seguridad pública, inspección, control de
entradas y salidas de personas y mercancías del territorio nacional, identificación y otras que,
por su relación directa con la actividad portuaria, deban desarrollarse necesariamente en el
puerto conforme a lo dispuesto en el art. 72.2 de esta ley.

4. Una vez elaborado el expediente de propuesta de Delimitación de los Espacios y Usos
Portuarios por la Autoridad Portuaria, se seguirá el siguiente procedimiento administrativo:



14
Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante
Artículos Bases Técnico Dominio Público contrato relevo

a) La Autoridad Portuaria solicitará informe de las Administraciones urbanísticas, de la
Administración con competencia en materia de costas, de pesca en aguas interiores, de
ordenación del sector pesquero y deportes, así como en aquellos otros ámbitos sectoriales
sobre los que pueda incidir la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, que deberán
informar en los aspectos relativos a sus propias competencias.

b) Simultáneamente, la Autoridad Portuaria someterá a información pública el expediente
elaborado por un plazo de 45 días, durante el cual los interesados podrán formular
alegaciones. Tras la conclusión del plazo de información pública y del trámite de consultas, la
Autoridad Portuaria dará respuesta a los interesados incorporando al expediente la
documentación resultante de los trámites efectuados y procediendo a las modificaciones de la
Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios que sean oportunas, a la vista de las
alegaciones.

c) Cumplimentada dicha tramitación, se remitirá el expediente con la propuesta de
Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios a Puertos del Estado. En el caso de que el
informe de la Administración con competencia en materia de costas haya sido negativo o la
Autoridad Portuaria no haya recogido en su propuesta sus sugerencias, Puertos del Estado
convocará a la Autoridad Portuaria y al órgano competente de la citada Administración de
costas a un periodo de consultas durante el plazo de un mes desde la recepción de la
propuesta, a fin de que puedan contrastar sus posiciones y a fin de que por este último, a
través del correspondiente informe, se formulen las observaciones y sugerencias finales que
considere oportunas para que, en su caso, sean tomadas en consideración. En el caso de que
dicho órgano competente en materia de costas no emita informe en el plazo máximo de un
mes después de la finalización del proceso de consultas, se entenderá que es favorable a la
propuesta de la Autoridad Portuaria.

d) Simultáneamente, Puertos del Estado recabará informe del Ministerio de Defensa, desde la
perspectiva de su posible incidencia sobre los intereses de la defensa nacional, del Ministerio
del Interior, en lo que se refiere a los aspectos de seguridad pública y de control de entradas y
salidas de personas del territorio nacional, del Ministerio de Economía y Hacienda en lo que se
refiere a los aspectos de vigilancia y control aduanero previsto en la normativa comunitaria y
nacional sobre la materia en la entrada y salida de mercancías y personas con destino o
procedencia el territorio aduanero comunitario nacional y, cuando proceda, del Ministerio de
Industria, Turismo y Comercio en aspectos relacionados con la construcción naval. Estos
informes deberán emitirse en el plazo de dos meses desde la recepción de la propuesta,
entendiéndose en sentido favorable si transcurriera dicho plazo sin que el informe se haya
emitido de forma expresa.

e) Cuando la propuesta de delimitación incluya terrenos y bienes del Patrimonio del Estado
destinados en ese momento a usos y finalidades distintos, Puertos del Estado la someterá a
informe vinculante del Ministerio de Economía y Hacienda. Asimismo, cuando la propuesta de
delimitación incluya terrenos y bienes afectos al Ministerio del Interior o al Ministerio de
Defensa, se someterá a informe vinculante de dichos ministerios. Dicho trámite se efectuará,
cuando proceda, simultáneamente con la petición de informe indicada en el apartado d), y se
entenderá favorable si no se emite de forma expresa en el plazo de dos meses desde la
recepción de la documentación ampliable a tres meses cuando así lo exijan las circunstancias
del destino actual o previsible que han de ser ponderadas, previa comunicación expresa del
Departamento que solicite la ampliación en la que se consignen dichas circunstancias, que
deberán remitirse a Puertos del Estado con anterioridad a la finalización del plazo inicial.
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f) Recibidos los informes o transcurrido el plazo para su emisión, Puertos del Estado emitirá
informe que lo elevará, junto al expediente, al Ministerio de Fomento. En el caso de que el
informe final de la Administración competente en materia de costas resulte desfavorable,
Puertos del Estado hará constar expresamente en su informe esta circunstancia, debiendo
motivar las razones por las que éstas deben ser tomadas en consideración, así como aquéllas
que no puedan aceptarse.

g) Corresponde al Ministro de Fomento la aprobación de la Delimitación de los Espacios y Usos
Portuarios.

5. La aprobación de la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios llevará implícita la
declaración de utilidad pública a efectos expropiatorios de los bienes de propiedad privada y
de rescate de las concesiones que requiera la actuación portuaria en el ámbito de dicha
delimitación, así como la afectación al uso portuario de los bienes de dominio público y de los
bienes patrimoniales incluidos en la zona de servicio que sean de interés para el puerto.

6. Aprobada la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, el texto íntegro del acuerdo
adoptado en el acto de aprobación de la misma se publicará en el «Boletín Oficial del Estado».
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SECCIÓN TERCERA. Concesiones demaniales

ARTÍCULO 81. ÁMBITO DE APLICACIÓN

1. Estará sujeta a previa concesión otorgada por la Autoridad Portuaria la ocupación del
dominio público portuario, con obras o instalaciones no desmontables o usos por plazo
superior a tres años.

2. Las concesiones sólo podrán otorgarse para obras, instalaciones o usos que se ajusten a las
determinaciones establecidas en el plan especial de ordenación de la zona de servicio del
puerto o, en su defecto, la Delimitación de los Espacios y Usos Portuarios, y se someterán al
correspondiente Pliego de Condiciones Generales para el otorgamiento de concesiones
demaniales que apruebe el Ministro de Fomento y a las condiciones particulares que
determine la Autoridad Portuaria, de acuerdo con lo establecido en el art. 139 de esta ley.

3. Para el otorgamiento de una concesión será preciso que la Autoridad Portuaria tenga a
disposición los terrenos y espacios de agua objeto de la misma, salvo en aquellos supuestos en
los que, próxima la fecha de extinción de una concesión, se tramite el otorgamiento de una
nueva sobre los mismos terrenos y espacios de agua, y en aquellos otros supuestos en los que
sea precisa la ejecución de obras por la Autoridad Portuaria previa a la puesta a disposición. En
estos supuestos, el término inicial de la concesión coincidirá con la fecha de extinción de
aquélla o con la fecha de finalización de las obras por la Autoridad Portuaria. No obstante, no
podrán transcurrir más de dos años desde el acuerdo de otorgamiento de la concesión hasta la
efectiva puesta a disposición de los terrenos.

4. En el título concesional se incorporarán, además de las condiciones relativas a la ocupación
del dominio público portuario, las relativas a la actividad o a la prestación del servicio.

5. La concesión o autorización de instalaciones de atraque deberá incorporar la de la
correspondiente zona de maniobra, sin perjuicio de que, excepcionalmente y por razones
derivadas de la explotación portuaria o insuficiencia de instalaciones de atraque disponibles, la
Autoridad Portuaria impondrá, en el momento del otorgamiento del correspondiente título
administrativo o posteriormente, la utilización obligatoria de las instalaciones en concesión o
autorización a favor de terceros prestadores de servicios portuarios. En este caso, los
beneficiarios deberán abonar al titular de la concesión o autorización la correspondiente tarifa,
que deberá ser fijada con criterios de objetividad, transparencia y no discriminación y que no
podrá exceder de la cuantía máxima aprobada por la Autoridad Portuaria en el
correspondiente título. El Reglamento de Explotación y Policía determinará las razones
objetivas derivadas de la explotación portuaria o de insuficiencia de instalaciones de atraque
disponibles que justifiquen la utilización obligatoria a favor de terceros prestadores de
servicios portuarios.

El Consejo de Administración aprobará, con carácter general, los supuestos de cesión, las
condiciones de la misma y las tarifas máximas a percibir conforme a lo dispuesto en esta ley
por los titulares de las concesiones o autorizaciones, en función de las características de las
instalaciones portuarias.

Cuando una instalación fija otorgada en concesión o autorización impida el uso por terceros de
una instalación de atraque, ésta deberá ser asimismo incorporada a dicha concesión o
autorización.
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ARTÍCULO 83. INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO. OTORGAMIENTO DIRECTO

El procedimiento de otorgamiento de una concesión se podrá iniciar a solicitud del interesado,
incluyendo un trámite de competencia de proyectos, o por concurso convocado al efecto por
la Autoridad Portuaria.

No obstante lo previsto en el apartado anterior, la Autoridad Portuaria podrá acordar el
otorgamiento directo de concesiones demaniales a un solicitante, cuando sean compatibles
con sus objetivos, en los siguientes supuestos:

a) Cuando el solicitante sea otra Administración pública o, en general, cualquier persona
jurídica de derecho público o privado perteneciente al sector público, y para el cumplimiento
de sus propias competencias o funciones, siempre que las mismas no se realicen o no puedan
realizarse en régimen de concurrencia con la iniciativa privada. En ningún caso se podrá
acordar el otorgamiento directo cuando el objeto concesional esté relacionado con la
prestación de servicios portuarios, salvo que se den los casos de ausencia o insuficiencia de
iniciativa privada previstos en esta ley. A estos efectos, se entenderá por persona jurídica de
derecho privado perteneciente al sector público a la sociedad mercantil en cuyo capital sea
mayoritaria la participación directa o indirecta de una o varias Administraciones Públicas o
personas jurídicas de derecho público.

b) Cuando fuera declarado desierto el concurso convocado para el otorgamiento de una
concesión, o éste hubiera resultado fallido como consecuencia del incumplimiento de las
obligaciones previas a la formalización del otorgamiento por parte del adjudicatario, siempre
que no hubiera transcurrido más de un año desde la fecha de su celebración, el objeto
concesional sea el mismo y las condiciones de otorgamiento no sean inferiores a las
anunciadas para el concurso o de aquéllas en que se hubiese producido la adjudicación. En el
caso de que el concurso resultara fallido, cuando haya habido más de un licitador en el
concurso que cumpla las condiciones de otorgamiento, la concesión se otorgará a la oferta que
resulte más favorable de entre las restantes, de acuerdo con lo dispuesto en el Pliego de Bases
del concurso. En el caso de que el concurso hubiera sido declarado desierto, no se podrá
otorgar la concesión en condiciones más favorables de las previstas en el Pliego de Bases del
concurso.

c) Cuando la superficie a ocupar por la concesión sea inferior a 2.500 metros cuadrados o para
instalaciones lineales, tales como tuberías de abastecimiento, saneamiento, emisarios
submarinos, líneas telefónicas o eléctricas, conducciones de gas, entre otras, que sean de uso
público o aprovechamiento general.

En estos casos, el procedimiento de otorgamiento de la concesión será el previsto en los
apartados 2 y siguientes del art. 85, sin necesidad de convocatoria de concurso ni del trámite
de competencia de proyectos.

ARTÍCULO 85. PROCEDIMIENTO DE OTORGAMIENTO

1. Presentada una solicitud que se refiera a alguno de los supuestos previstos en las letras a),
c) y d) del art. 86.1, la Autoridad Portuaria deberá convocar concurso, siguiendo la tramitación
prevista en el art. 86. En los demás casos, la Autoridad Portuaria podrá convocar concurso, o
bien iniciar un trámite de competencia de proyectos, mediante anuncio, que se publicará en el
«Boletín Oficial del Estado», en el que se indicará la apertura de un plazo de un mes para la
presentación de otras solicitudes que tengan, según se determine por la Autoridad Portuaria,
el mismo o distinto objeto que aquélla, y que deberán reunir los requisitos previstos en el
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artículo anterior. En este trámite de competencia de proyectos se respetará la confidencialidad
de los proyectos y de la documentación aportada.

Cuando en el trámite de competencia de proyectos se formulen varias solicitudes, el Consejo
de Administración, seleccionará aquélla que, a su juicio, tenga mayor interés portuario,
motivado en la captación de nuevos tráficos, compatibilidad con otros usos, inversión,
rentabilidad, entre otros, y continuará la tramitación conforme a lo indicado en los apartados
siguientes, salvo en el supuesto previsto en el art. 86.1.b) en el que deberá convocarse un
concurso. Si en dicho trámite no se presentan otras solicitudes, continuará el procedimiento,
de acuerdo con lo previsto en los siguientes apartados.

2. La Autoridad Portuaria procederá, en su caso, a la confrontación del proyecto sobre el
terreno y espacio de agua con el fin de determinar su adecuación y viabilidad.

3. Asimismo, se someterá a información pública, durante un plazo no inferior a 20 días, a fin de
que se presenten alegaciones sobre la solicitud de concesión que se tramita. Este trámite
podrá llevarse a cabo simultáneamente con la petición de informe a las Administraciones
urbanísticas, cuando no se encuentre aprobado el plan especial de ordenación de la zona de
servicio del puerto. Cuando la solicitud tenga como objeto la ocupación de espacios de
dominio público afectos al servicio de los faros, deberá emitirse informe favorable por Puertos
del Estado.

El trámite de información pública servirá para cumplimentar el concerniente al procedimiento
de evaluación de impacto ambiental, en los casos en los que sea preceptivo el mismo.

4. Se podrá prescindir del trámite de información pública previsto en el apartado anterior para
concesiones que tengan como objeto la utilización total o parcial de edificaciones existentes,
siempre que no se modifique su arquitectura exterior y sea para usos autorizados en el plan
especial de ordenación de la zona de servicio del puerto o, en su defecto, en la Delimitación de
los Espacios y Usos Portuarios.

5. El Director emitirá informe en el que se analizará la procedencia de la solicitud de concesión.
En aquellos proyectos que, de acuerdo con la legislación vigente, deban someterse a algún tipo
de evaluación de impacto ambiental, el informe será posterior a la resolución del Ministerio de
Medio Ambiente, y Medio Rural y Marino.

En el caso de que el informe sea desfavorable, se elevará por el Presidente al Consejo de
Administración a fin de que, previa audiencia del interesado, se resuelva lo que estime
procedente.

Si el informe fuera favorable a la solicitud de concesión, el Director fijará las condiciones en
que podría ser otorgada la misma y se las notificará al peticionario que deberá aceptarlas
expresamente. Si éste no hiciera manifestación alguna al respecto en el plazo concedido, se
procederá al archivo de todas las actuaciones, con pérdida de la garantía constituida. En los
demás supuestos, el Presidente elevará al Consejo de Administración la propuesta de
resolución del Director para que adopte el acuerdo que proceda.

6. En el caso de que el Consejo de Administración acuerde la modificación de alguna de las
condiciones aceptadas por el peticionario, se someterán a su nueva aceptación en los términos
previstos en el apartado anterior.
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7. La resolución de otorgamiento de la concesión se publicará en el Boletín Oficial del Estado,
haciéndose constar, al menos, la información relativa al objeto, plazo, tasas, superficie
concedida y titular de la concesión.

8. El plazo máximo para notificar la resolución del expediente de la concesión será de ocho
meses, transcurrido el cual sin que haya recaído resolución expresa, la correspondiente
solicitud se entenderá desestimada.

CAPÍTULO III. UTILIACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO PORTUARIO ESTATAL

SECCIÓN CUARTA. Extinción de autorizaciones y concesiones

ARTÍCULO 96. CAUSAS DE EXTINCIÓN

Las autorizaciones y concesiones se extinguirán por:

a) Vencimiento del plazo de otorgamiento.

b) Revisión de oficio, en los supuestos establecidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

c) Renuncia del titular, que sólo podrá ser aceptada por la Autoridad Portuaria cuando no
cause perjuicio a ésta o a terceros.

d) Mutuo acuerdo entre la Autoridad Portuaria y el titular.

e) Disolución o extinción de la sociedad, salvo en los supuestos de fusión o escisión.

f) Revocación.

g) Caducidad.

h) Rescate, cuando se trate de concesiones.

i) Extinción de la autorización o de la licencia de la que el título demanial sea soporte.


